Toma en consideración, si procediere, de la proposición de Ley Foral por la que se modifica en parte la Ley Foral de Salud 10/1990, de 23 de noviembre, presentada por el G.P. Nafarroa-Bai.

SRA. PRESIDENTA: Pasamos al segundo punto del orden del día: Toma en consideración, si procediere, de la proposición de ley foral por la que se modifica en parte la Ley Foral de Salud 10/1990, de 23 de noviembre, presentada por el Grupo Parlamentario Nafarroa Bai. Para la defensa de la referida proposición de ley, tiene la palabra la señora Fernández de Garaialde por un tiempo máximo de quince minutos.

SRA. FERNÁNDEZ DE GARAIALDE Y LAZKANO SALA: Gracias, señora Presidenta. Buenos días, señorías. Como ya hemos planteado en otras ocasiones, los derechos humanos de las mujeres incluyen su derecho a ejercer y decidir libre y responsablemente sobre cuestiones relativas a su sexualidad, incluida la salud sexual reproductiva, libres de coerción, discriminación y violencia. Dicho lo anterior, añadiré que el debate que se plantea aquí y ahora, desde luego, está muy lejos del planteamiento anterior, pero no por ello lo consideramos menos importante y con esta proposición de ley queremos que un derecho de las mujeres reconocido por ley se cumpla en Navarra y en la sanidad pública. En Navarra UPN y CDN nos niegan un derecho e incumplen la aplicación de la ley estatal. Nos imponen su manera de pensar, su moral, su modelo de relación familiar, su forma de ver la educación afectivo-sexual, su interpretación de la ley, y nos la imponen a toda la población sin respetar los derechos que por ley nos corresponden, apoyados por esa parte de la sociedad más conservadora, que en Navarra, por supuesto, no es la mayoría aunque nos lo quieran hacer ver, y apoyada también por esa parte de la Iglesia que son expertos en imponer su modelo, su moral, satanizando la de los demás. 

El Gobierno de Navarra, con la señora Consejera –que todavía no ha venido– a la cabeza, en cada debate que hay sobre este tema defiende que Navarra cumple la ley derivando a las clínicas fuera de Navarra, y, como no podía ser de otra manera, así lo defendió también en la Comisión de Sanidad del 21 de noviembre de 2007. Hizo mención al Real Decreto 1030/2006, en el cual se dice que la interrupción voluntaria del embarazo es una prestación básica del sistema estatal de salud. Siguiendo con el real decreto, añadió que contempla establecer mecanismos de remisión cuando una prestación no es posible, y digo las palabras que dijo la Consejera, proporcionarla en el ámbito geográfico de su lugar de residencia. Pues bien, el artículo 2 de ese real decreto, en el punto 4, dice: “Los servicios de salud que no puedan ofrecer algunas de las técnicas, tecnologías o procedimientos contemplados en esta cartera en su ámbito geográfico...” y sigue como continuó la señora Consejera. Les diremos a la señora Consejera y al Gobierno y a los miembros de UPN y CDN que que no se pueda no es lo mismo que que no sea posible, y querer es poder. Si se quiere, es posible. ¿O acaso me están diciendo que Navarra no puede ofrecer, tal cual dice el decreto, técnicas, tecnologías o procedimientos para la interrupción voluntaria del embarazo? Perdone que se lo vuelva a recordar, señores de UPN y CDN, lo que ocurre en este caso no es que no se puede, es que no quieren que en Navarra en la sanidad pública se dé la interrupción voluntaria del embarazo dentro de los tres supuestos que contempla la ley.

Nos habló también la señora Consejera en su comparecencia de la objeción de conciencia. Dijo que existe un vacío normativo en la regulación de la misma y que requiere que se elabore una norma estatal y a su vez que va a hacer llevar al Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud la propuesta de preparar en dicho órgano una norma de carácter estatal. Desde Nafarroa Bai hemos dicho y seguiremos diciendo que somos y seremos muy respetuosos con aquellas personas y profesionales que son objetores de conciencia, pero este es un derecho individual y, además, una decisión tomada libremente, no bajo amenazas ni presiones por ninguna parte de la sociedad ni por los distintos Gobiernos. El ejercicio de este derecho por un profesional sanitario nunca podrá suponer un perjuicio directo para el paciente. Además, los centros sanitarios están obligados a prescribir y proporcionar los servicios y prestaciones que reconozca el sistema de salud a los ciudadanos y ciudadanas, porque el primer deber de las instituciones sanitarias es el de dar respuesta a las necesidades de sus pacientes y a las necesidades previstas de los miembros de la Comunidad a la que sirven, asegurando la accesibilidad a un cuidado dedicado y competente. Por ello resulta éticamente necesario reconocer no solo la protección de las consecuencias de los actos de los médicos y personal sanitario objetores, sino la más importante protección de las consecuencias derivadas de la objeción de conciencia a los propios pacientes. El auténtico conflicto es el que se da entre el derecho de una persona a evitar participar en actividades que considera moralmente repugnantes y el derecho a tener acceso a los servicios médicos aprobados socialmente y reconocidos por la ley. Por ello en Nafarroa Bai volvemos a insistir en la aplicación de la interrupción voluntaria del embarazo en Navarra y en la sanidad pública, dentro de los tres supuestos que permite la ley, porque en Navarra es posible, se puede, y ustedes saben que existe personal sanitario para llevar a cabo esta interrupción voluntaria del embarazo y, en definitiva, para poder cumplir la ley. 

La Ley Foral 10/90, de 23 de noviembre, el su artículo 4, punto g), habla de libertad en el acceso y en el ejercicio de actividades sanitarias. Creo que esta libertad en el ejercicio de actividades sanitarias en Navarra no se cumple. Es más, existieron juicios cuando libremente se quiso cumplir este punto. Sobre los derechos del ciudadano ante los servicios sanitarios, el artículo 5, en el punto 5, dice textualmente: “A que sé les dé en términos comprensibles, a él y a sus familiares o allegados, información completa y continuada, verbal y escrita sobre su proceso, incluyendo diagnóstico, pronóstico y alternativas de tratamiento”. Y en el punto 6: “A la libre elección entre las opciones que le presente el responsable médico de su caso”. Señores Parlamentarios y Parlamentarias, ustedes saben que esto no se cumple, porque las opciones no son las que realmente deberían ser, sino las que desde el Gobierno de Navarra se marca y donde se marca. Se puede hacer la interrupción voluntaria del embarazo en Navarra, pero no existe opción porque el Gobierno de Navarra no quiere.

El punto 7 del artículo 5 dice: “Igualmente tendrán derecho a la atención y seguimiento personalizado por parte de un mismo médico especialista en los procesos asistenciales”. ¿Cómo se va a cumplir si la persona en este caso va a Zaragoza o a la clínica concertada en cuestión, vuelve y le atiende de nuevo su ginecólogo, o, en otro caso, si se presta o necesita tratamiento psicológico? Desde luego, no se cumple este punto 7 del artículo 5.

Y ahora yo les preguntaría a alguno de ustedes: ¿han estado ustedes hablando con alguna de estas mujeres que han tenido que ir fuera de nuestra Comunidad para realizar la interrupción voluntaria del embarazo? Entiendo, y pongo casi la mano en el fuego, que no. Pues los relatos de estas mujeres son para poner los pelos de punta. Y si lo hubieran hecho, desde luego, no estarían defendiendo el ir fuera de nuestra Comunidad para realizar la interrupción voluntaria del embarazo. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señora Fernández de Garaialde. Vamos a abrir ahora un turno de debate. En el turno a favor, ¿portavoces que desean intervenir? Señora Chivite, por el grupo socialista.

SRA. CHIVITE NAVASCUÉS: Muchas gracias, señora Presidenta. Buenos días, señorías. La Ley Orgánica 9/1985, de 5 de julio, establece los supuestos para una interrupción voluntaria del embarazo. Esta ley, como por todos es sabido, no se aplica en el territorio de la Comunidad Foral de Navarra. Cuando el grupo parlamentario socialista defendió la moción que presentamos el 29 de agosto, por la que instábamos al Gobierno de Navarra a poner en marcha todas las medidas necesarias para aplicar esta prestación sanitaria en Navarra, nos comprometimos a realizar todos los esfuerzos políticos necesarios para dar una respuesta satisfactoria y de normalidad a una situación real y legal. Es por ello por lo que vamos a apoyar la toma en consideración de esta proposición de ley foral, porque entendemos que va a en la misma línea que nosotros planteábamos en la moción y porque entendemos que ya es hora de respetar y garantizar los derechos de las mujeres navarras amparados por la ley. 

Respecto de la proposición de ley, quería hacer un pequeño apunte al texto de la misma que también ha comentado la portavoz de Nafarroa Bai. En la disposición transitoria se lee: “Con escrupuloso respeto a la objeción de conciencia personal de los profesionales explícitamente expresada”. En cuanto a este tema de la objeción de conciencia, tengo que decir que el grupo parlamentario socialista, en aras de la aplicabilidad de la interrupción voluntaria del embarazo, también barajó la posibilidad de presentar una normativa foral que regulara la objeción de conciencia. De hecho, llegamos a trabajar sobre un borrador de proposición de ley, pero posteriormente se consideró que al referirse a un derecho fundamental recogido por la Constitución Española este debía ser regulado con carácter general en todo el Estado. Y de hecho, señorías, si el Partido Socialista gana las elecciones generales, regulará la objeción de conciencia tal y como se refleja en su programa electoral. Con lo cual, al entender que es más apropiada la regulación de carácter general en todo el Estado de la objeción de conciencia al personal sanitario, este grupo presentará una enmienda al texto en este sentido.

Sin más, reitero la posición favorable de mi grupo parlamentario a la toma en consideración de esta proposición de ley, aunque mucho me temo que, aunque se llegue a aprobar esta ley, si no existe una voluntad política por parte del Gobierno de Navarra nuestras mujeres seguirán siendo mujeres de segunda y tendrán que seguir peregrinando a otras comunidades autónomas para que se les dé una prestación sanitaria, porque, señorías, reitero, es cuestión de voluntad política. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señora Chivite. Por Izquierda Unida, señora Figueras.

SRA. FIGUERAS CASTELLANO: Gracias, señora Presidenta. Buenos días, señorías. Estamos ante una proposición de ley cuyo trámite nosotros vamos a aceptar para que se debata en Comisión. Nos parece que hay dos cosas importantes que hay que señalar en este momento, una es poner en evidencia la insumisión a la que nos tiene acostumbrados este Gobierno, que ante cualquier decisión que sea tomada y adoptada en este Parlamento hace oídos sordos y no la lleva adelante, como fue la moción planteada por diferentes grupos en la Cámara y que fue aprobada por mayoría absoluta. Yo creo que lo que está claro es que no hay voluntad, pero eso no tiene que suponer que el resto de los grupos no podamos tomar las iniciativas que consideremos oportunas. Creemos, efectivamente, que tiene que haber voluntad, que si se plantease al final una ley que diera esa cobertura y se desarrollara reglamentariamente para que la objeción estuviera regulada el Gobierno debería tener la obligación de dar satisfacción a la necesidad que se está planteando y que aquellas mujeres que lo consideren oportuno puedan interrumpir en las mejores condiciones y, además, cerca de su ámbito habitual y normal como es en su propia Comunidad Foral. No nos sirve en absoluto la explicación de la Consejera cuando dice que otras comunidades no dan ese servicio. Creemos que se puede y se debe dar aquí, y, además, lo vamos a exigir a través de esta norma y vamos a trabajar a través de esta proposición de ley para que así sea.

No obstante, como el tema de la interrupción voluntaria del embarazo ha sido y sigue siendo objeto de debate político, dadas las circunstancias del momento en el que nos encontramos, no quiero dejar pasar la oportunidad de decir que para Izquierda Unida este debate fundamentalmente pasa por despenalizar el aborto. Nosotros creemos que ha llegado el momento de entender que no solamente en tres supuestos puede ser objeto de no penalización. Consideramos que la sociedad española, la sociedad navarra está en condiciones de establecer un debate de despenalización del aborto y, en todo caso, regular la práctica del aborto, una mujer puede decidir libremente tener a su hijo o abortar, si así lo considera, en un plazo máximo que establecemos en catorce semanas, y tiene que ser objeto de amplio debate, de amplio consenso, pero, desde luego, y es ineludible, consideramos que en estos momentos las circunstancias de debate, de consenso, de madurez política en esta España han llegado. Estamos en condiciones para que ese debate y esa garantía para las mujeres y los profesionales sean una realidad. Porque, de lo contrario, lo que hay es una desprotección absoluta para con las mujeres y una desprotección absoluta para con cualquier profesional que quiera atender la demanda, ya sea bajo el aspecto legal o no, de atender a una mujer que quiere interrumpir su embarazo. Hemos visto que ha sido vergonzosa y humillante la situación por la que han tenido que pasar profesionales y mujeres siendo llamadas a declarar cuando lo habían hecho bajo el amparo legal.

Por lo tanto, creo que estamos ante un debate de muchísima más trascendencia. Hay que empezar a exigir a los Gobiernos autonómicos para que consideren y faciliten las cosas, pero estamos en un momento y en un punto en el que no se puede echar marcha atrás, cuando la Iglesia, con toda la postura más recalcitrante y más reaccionaria de este país, pone en evidencia a profesionales que actúan bajo la legalidad y se saca a las mujeres de sus casas a horas intempestivas para tener que declarar. De eso se trata también en este debate, de que todos tengamos la seguridad, y la seguridad se tiene cuando se despenaliza, en este caso, desde nuestro punto de vista, una práctica como puede ser la práctica del aborto.

Creo que va a pasar adelante, tendremos oportunidad de debatirlo en Comisión, de mejorarlo en lo que podamos y, desde luego, espero y deseo que el Gobierno cumpla con su obligación, que es cumplir las leyes, normas o incluso directrices que salen de este Parlamento, que de insumisiones llevamos poco tiempo de práctica política en esta legislatura, pero insumisión mucha, mucha insumisión.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señora Figueras. Abrimos un turno en contra. Por UPN, señor Marcotegui, tiene la palabra.

SR. MARCOTEGUI ROS: Buenos días. Señora Presidenta, con su permiso. En ocasiones, aunque pueda parecer paradójico, en el debate parlamentario se gana más perdiendo. Y esto es así cuando se dan ciertas circunstancias, por ejemplo, cuando en el debate no se aporta nada a lo que ya está reglamentado u ordenado, y por economía legislativa y por seguridad jurídica es necesario no aceptar aquel debate o aquellas resoluciones que no aportan nada a lo que ya está. También ocurre cuando se recurre, y el ciudadano lo ve, a planteamientos de demagogia política. Será mi responsabilidad o la responsabilidad de Unión del Pueblo Navarro demostrar que aquí se da esta circunstancia. Y, en tercer lugar, cuando se abordan cuestiones que atentan a la esencia misma del programa o ideología de un partido político concreto. 

Pues bien, en estos casos, en los debates se gana más, a mi juicio y a juicio de UPN, perdiéndolos que ganándolos. Y estas tres circunstancias yo creo que se dan en el debate que estamos manteniendo en el día de hoy sobre esta modificación de la Ley de Salud. Así se lo manifestó el Gobierno al grupo de Nafarroa Bai en su informe preceptivo, en el cual manifestó que no aceptaba el debate de esta proposición de ley, y el único argumento que daba consistía en que esta proposición no aporta nada. Y yo lo voy a demostrar.

En primer lugar, pretenden introducir en el artículo 5, apartado 4, la palabra “formación” después de “proyecto docente”, y se entiende que para advertir al ciudadano, al usuario de la salud, de que su situación, su pronóstico o diagnóstico va a ser utilizado. ¿Qué diferencia hay entre un proyecto docente y un proyecto de formación? Me da la impresión de que esto no es más que una redundancia que lo único que puede introducir es confusión en la interpretación del artículo. Por consiguiente, nada en este aspecto.

En la modificación siguiente pretenden detallar en qué condiciones se ha de dar la información completa y continuada a los usuarios del sistema navarro de salud. Pues bien, dice que todo ello se hará en los términos establecidos en los artículos 2, 3 y 4 de la Ley Foral 11/2002. ¿De qué otra manera se podía facilitar esta información completa y continuada? ¿Acaso al margen de lo que dice la ley de referencia? ¿Acaso en contra de la ley, como digo? Si no se da, que se reclame, porque la primera obligación que tiene este Gobierno, y la cumple, es la de cumplir y hacer cumplir las leyes. Si, como dice la portavoz, no se está cumpliendo, preséntense las reclamaciones pertinentes o háganse las iniciativas parlamentarias pertinentes denunciando el asunto, pero no confundamos a la ciudadanía introduciendo en la ley modificaciones que no aportan nada.

Respecto al apartado 5.14, que da la impresión de que es el aspecto granado de esta modificación de ley, hay dos cuestiones distintas. La primera parece que sí que va a aportar algo, sustituye la referencia a las prestaciones del régimen de la Seguridad Social por todos sus padecimientos, tanto físicos como psíquicos. Da la impresión de que se quiere dar un contenido extensivo a lo que dice la ley al respecto, lo cual plantea algunos problemas. Los problemas que se pueden plantear es que si fuera como digo la interpretación se puede vulnerar el principio de igualdad efectiva, principio básico en el funcionamiento de un sistema de salud, o el de las funciones básicas comunes, que son establecidas por la Ley 14/86, ley orgánica básica, que nos afecta a nosotros y a nuestra propia ley foral, que tiene que reglamentarla y desarrollarla sin vulnerar esos principios, o la Ley 16/03, la de cohesión y calidad del funcionamiento del sistema sanitario. Pero todo queda arreglado cuando dice que dentro de lo que las leyes permiten. Luego estamos en las mismas. Se atenderán aparentemente todos los padecimientos, pero, según dicen ustedes, conforme a lo que determinan las leyes. Consecuentemente, nada, porque las leyes son las que determinan qué prestaciones sanitarias son las que van a atender al derecho básico de la salud que tienen todos los ciudadanos. Consiguientemente, aquí tampoco se aporta nada con la modificación de la ley.

Y la segunda parte es aquella que se refiere al aborto y que tanto tiempo ha ocupado en el discurso de la portavoz de Nafarroa Bai. Parece que aquí se toca el magro, parece que aquí podría haber una carga de profundidad ideológica que pusiera en dificultades a determinados grupos. Pues miren ustedes, curiosamente, tampoco.

Entonces, lo que yo interpreto es que quieren confundir. Ese sería el objetivo de la proposición, confundir al ciudadano y confundirnos a nosotros. Y, en efecto, el único derecho que el ordenamiento jurídico sanitario de este país y de esta Comunidad Foral reconoce es el derecho a la salud, el derecho a la protección de la salud. No se está reconociendo un derecho al aborto, sino un derecho a la protección de la salud. Luego, el desarrollo y la reglamentación de las leyes concretan, establecen o definen instrumentos para ver cómo se protege ese derecho a la salud, y las herramientas o, mejor dicho, la asistencia sanitaria necesaria de acuerdo con el catálogo de prestaciones que se defina. Y en cuanto al catálogo de prestaciones, que es un instrumento o una herramienta que puede ser cambiada en un sentido ampliándola, o en sentido contrario reduciéndola, pero nunca afectando al derecho básico de la protección de la salud, se determina en un real decreto que ya ha sido mencionado, el 1030/2006. En el punto 11 del apartado 5.1 del anexo 3 está reconocida la figura de la interrupción voluntaria del embarazo en los supuestos legislativos vigentes. Pues bien, la conclusión es que el derecho es el de la salud, el derecho no es al aborto. El aborto solo se contempla en determinados supuestos, que habrá que ser muy celosos para ver si se dan o no en los hechos concretos alegados. El derecho es a recibir esa prestación sanitaria que está reconocida en el ordenamiento nacional y en el ordenamiento navarro que se ve afectado por él, porque el catálogo de prestaciones que se define en el Consejo Sectorial de Sanidad es obligatorio para todas las comunidades autónomas. Por lo tanto, ¿qué es lo que aporta esa declaración así, grandilocuente, de que se reconozca el derecho a recibir la prestación de interrupción voluntaria del embarazo? Nada. La modificación no aporta nada porque está reconocido en el catálogo de prestaciones. Consecuentemente, lo único que se puede decir es que solo se quiere es confundir. Ni lo promovido en el 4 ni lo promovido en el 5 ni en el 14 aportan nada que no esté en el ordenamiento jurídico actual. ¿Cuál es el sentido, por tanto, de esta proposición? Confundir.

Miren ustedes, el aborto inducido sigue siendo un delito en este país. Ya ha mencionado el portavoz de Izquierda Unida que su pretensión es que desaparezca este tipo penal. Sigue siendo un delito, solo que se despenaliza en determinados supuestos: cuando existe riesgo para la salud de la madre, cuando el embarazo es por cuestión de violación o por malformaciones en el feto, y dentro de determinados plazos. Esa es la realidad, es un delito que se despenaliza en determinados supuestos, y se podrá conceder la prestación si se demuestra que se cumplen esos requisitos. Por tanto, es un delito, no se puede hablar de derecho al aborto, no, señor, eso es confundir al ciudadano, que quizá sea lo único que pretenden. No aporta nada, quieren confundir, y la prestación está reconocida. Consecuentemente, con eso adquiere un valor tremendo el criterio del Gobierno. No podemos aceptar esto porque no aporta absolutamente nada. 

Y la disposición transitoria es otra trampa, porque dice: se faculta al Consejero para el desarrollo de lo que dice esta ley. Pero si esa facultad ya está concedida, si esa facultad está concedida en la disposición final segunda de la Ley Foral 10/1990, que queremos modificar, en relación con el artículo 1 de la Ley básica 14/86, que reconoce el derecho a la salud, y con el artículo 3.1 y 3.4 de nuestra propia ley, que dice que estamos obligados a ofrecer y a dar las prestaciones sanitarias. Por tanto, ¿qué habilitación nueva le damos al Consejero? Ninguna. Así que no se sorprendan, aunque se apruebe esta ley no tiene contenido alguno, porque todo lo que dice ya está en la normativa vigente.

Ustedes, en el fondo, lo que quieren es el mensaje que han dado, hacer llegar a la ciudadanía a través de estos micrófonos que UPN no cumple. Pues no, señor. En una ocasión ya formulé la siguiente pregunta: ¿cuántas demandas judiciales se han presentado contra el Gobierno de UPN por no cumplir la Ley de Salud en relación con la interrupción voluntaria del embarazo? Ninguna. Si no se cumple la ley, invito a los ciudadanos que ahora mismo vayan a la Fiscalía y presenten la demanda correspondiente, que entonces el juez condenará a quien ha prevaricado de semejante manera no concediendo a sabiendas un derecho reconocido. No ha habido ninguna, por tanto, no se está vulnerando ninguna ley, sino que se está cumpliendo escrupulosamente. 

También comunican a la ciudadanía que en esta Comunidad no hay centros o no se realizan interrupciones en centros propios. Claro, se olvidan de que tampoco en otras comunidades. En la red pública solamente se realizan, y eso se ha dicho muchas veces, el 3 por ciento, luego si este planteamiento pudiera tener algún efecto, solamente alcanzaría al 3 por ciento, lo cual pone en evidencia los verdaderos problemas que en este país está planteando el cumplimiento de una determinada ley, sin entrar a valorar si se está cumpliendo realmente en los justos términos que dice la ley. El 97 por ciento restante se hace en centros privados con ánimo de lucro. Esa es la realidad. 

También se quiere hacer llegar a la ciudadanía que nuestras mujeres embarazadas que quieren interrumpir su embarazo, que quieren abortar voluntariamente lo hacen en peores condiciones. Pues como el resto de las mujeres embarazadas del país, salvo aquellas afortunadas que tengan un centro privado de interrupción del embarazo, un centro abortivo privado en la puerta de su casa. Esto es, salen del portal y entran en el siguiente. En los demás casos habrá más o menos desplazamientos, habrá incomodidades, lejos de la familia, alejados de los hijos. Por ejemplo, Tudela está a la misma distancia de Zaragoza que de Pamplona. O sea que igual que el resto de las mujeres embarazadas del país. ¿Y con más incomodidades? Pues, como digo, con las mismas.

Ustedes saben perfectamente, y este es el meollo de la cuestión, que aquí se incide directamente en el derecho fundamental de la objeción de conciencia, no regulado en este país, derecho fundamental que es necesario desarrollar por ley orgánica –no tenemos facultad este Parlamento para regularlo– y con mayorías de esas de las que hablaba la señora Acedo al principio, con mayorías cualificadas. Objeción de conciencia que además está protegida por la privacidad de la propia conciencia, de la prohibición de declarar su propia conciencia, de tal manera que a ningún médico se le puede obligar a declarar qué conciencia tiene en relación con esta cuestión, solamente lo hará cuando él la quiera ejercer porque se le plantee un asunto. Esa es la verdadera cuestión, y eso es precisamente lo que, afortunadamente para mi planteamiento ideológico y desafortunadamente para los planteamientos de algunas otras fuerzas políticas, está incidiendo en el desarrollo, en la aplicación de la prestación del aborto.

SRA. PRESIDENTA: Señor Marcotegui, le ruego que vaya terminando.

SR. MARCOTEGUI ROS: Termino inmediatamente, señora Presidenta. Consecuentemente, la obligación es esta y el problema es este. Y nosotros también nos hemos hecho esa pregunta que decía la portavoz de Nafarroa Bai, pero yo le digo: ¿usted se ha preguntado alguna vez, perdóneme, usted ha estado con mujeres que le han contado los problemas psíquicos que se les plantean para la salud, de lo cual no se habla en este país, precisamente por haber abortado? Yo, sí. Señora Presidenta, muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Marcotegui. Por el CDN, señor Burguete, tiene la palabra.

SR. BURGUETE TORRES: Gracias, señora Presidenta. Buenos días, egun on, señorías. Salgo a esta tribuna para marcar la posición de CDN con respecto a un tema y a una cuestión que a lo largo de esta legislatura, con unos escasos meses de andadura, no es la primera ni la segunda vez que se discute. Los pseudoprogresistas de esta Cámara han tachado a esta Comunidad de reserva espiritual de Europa junto con el Vaticano, y supongo que hoy sus señorías, en un alarde de pseudoprogresismo mayoritario, aspiran a que Navarra deje de ser esa reserva espiritual que, según ustedes y no yo, comparte con el Vaticano, mediante esta proposición de ley que yo me atrevería a calificar de pomposa, grandilocuente, efectista, mediática, pero nada efectiva.

Después del profundo análisis que ha hecho el portavoz de UPN, señor Marcotegui, comenzaré analizando algunos aspectos de los que ha hablado, que hacen referencia a cuál es el porcentaje –importante señalar este apartado– de interrupciones voluntarias del embarazo que se produce en el conjunto de la sanidad pública de España, no solo en esa reserva que ustedes denominan espiritual como es Navarra, sino en el conjunto de España. El 3 por ciento de las interrupciones voluntarias del embarazo se desarrollan en centros públicos, y el resto, señorías, se producen en iniciativas privadas o concertadas que tanto, por cierto, demonizan ustedes en varias ocasiones. Esta realidad que estoy señalando de estos porcentajes se produce incluso en comunidades muy progresistas en lo social, evidentemente, como pueden ser Andalucía, Extremadura, Castilla-La Mancha, gobernadas por el Partido Socialista, donde parece evidente que también deben de tener dificultades, como tiene la Comunidad Foral de Navarra, para poder cumplir la norma.

Nosotros entendemos que no hay ninguna realidad ni ninguna necesidad que aporte novedades con respecto a esta cuestión, y que esta iniciativa de ley que se plantea en el día de hoy, tachada, como ya he hecho, de pomposa, grandilocuente, efectista, mediática y nada efectiva, no pretende sino confundir al conjunto de la ciudadanía. Parece ser que si hoy se toma en consideración esta iniciativa en Navarra se va a poder abortar. Este puede ser un análisis de trazo grueso, pero, evidentemente, sus señorías estarán conmigo en que eso no es así. No es así porque tenemos una norma que parece que en esta campaña electoral tan interesante y atractiva para los ciudadanos se está dispuesto a revisar, es evidente que tenemos una ley, que si mal no recuerdo es del año 85, que ya marca los casos de interrupción voluntaria del embarazo en tres supuestos solamente en los cuales no es que se pueda abortar, es que se despenaliza el aborto y, por tanto, hay cobertura para poder desarrollar esa interrupción voluntaria del embarazo.

En la Comunidad Foral de Navarra, después de la lectura tranquila y sosegada de la proposición de ley, parece que se vulnera la ley. Y ustedes tienen que convenir, porque es cierto y así lo reconocen, que en Navarra se cumple la ley, claro que se cumple la ley, igual que se cumple la ley en Andalucía, con ese 3 por ciento de interrupciones voluntarias del embarazo en la sanidad pública, igual que se cumple en Extremadura o en Castilla-La Mancha.

¿Cuál es la particularidad? Que, cumpliendo la ley, que a lo que obliga es a que se ofrezca esa prestación de manera gratuita a las mujeres que se encuentran en los supuestos legalmente establecidos, en esas comunidades autónomas hay iniciativas concertadas privadas, insisto, que tanto demonizan ustedes, que hacen ese trabajo o ese servicio que la Administración Pública, por razones de objeción de conciencia, sin ninguna duda, no ejercita. Esa es la diferencia entre esa reserva espiritual que para ustedes supone Navarra y otras comunidades autónomas. Los porcentajes, similares o parecidos; la particularidad, que en esas comunidades autónomas hay centros concertados, que no públicos, que ejercitan esa responsabilidad, esa función complementando la oferta que hace la Administración, y eso sí, de manera gratuita para todas y cada una de las mujeres que demandan ese servicio, insisto, en los supuestos legalmente establecidos.

Lo que se plantea hoy aquí es una modificación de varios apartados de la Ley de Salud del año 90: el apartado 4 y el apartado 5, que me da la sensación de que no es necesario insistir en que no aportan nada, más allá de darle un poco de lustre a la proposición de ley. Luego se plantean algunas modificaciones en el apartado 14, que creo que también son más efectistas que efectivas, aunque, eso sí, ya se señalan, entre otras, las prestaciones sanitarias de la interrupción voluntaria del embarazo en los términos legalmente previstos. Oiga, pues en eso estamos, en el cumplimiento estricto de la legalidad, ¿o no? ¿En Navarra se vulnera la legalidad? Yo no oigo eso. En Navarra se hace mucho discurso, mucha demagogia, mucha interpretación de ese apartado, pero, evidentemente, ninguna decisión en estos términos o sobre esta cuestión acaba yendo a los tribunales. ¿Por qué? Porque ustedes saben, como sabemos este portavoz y todas sus señorías, que en Navarra se cumple la ley y se cumple la norma, porque se ofrece ese servicio o esa prestación de manera gratuita.

Y  hasta ahí es donde podíamos leer en principio, porque parece que con estas modificaciones de los apartados 4, 5 y 14 del artículo 5 de la ley de Salud se iba a poder abortar en la Comunidad Foral de Navarra. No hay ninguna novedad, señorías. ¿Por qué? Pues porque en Navarra y en todas las comunidades autónomas del conjunto del Estado, de España, hay una dificultad añadida, que es la objeción de conciencia, que es lo que resaltan todos los responsables de salud de la reserva espiritual, como ustedes dicen, de Navarra, y del progresismo rampante de Andalucía, de Castilla-La Mancha o de Extremadura. La objeción de conciencia supone una dificultad y en diferentes momentos ha puesto de manifiesto la Consejera que iba a trasladar al Comité Intersectorial relacionado con la salud cómo se va a regular este aspecto, y ustedes han hecho un esfuerzo donde se dice que se faculta al Consejero de Salud o la Consejera de Salud del Gobierno de Navarra para que dicte las resoluciones precisas a efectos de poner en funcionamiento, con escrupuloso respeto a la objeción de conciencia de los profesionales, una estructura profesional suficiente que efectúe con dignidad la prestación de la interrupción voluntaria del embarazo. Y en ese discurso de contigo o sin ti, para adelante o para atrás, pues nos encontramos con que sobre esto, que podía ser un aspecto interesante, aunque Navarra no tiene competencia para regularlo, el Partido Socialista dice: señoras y señores Parlamentarios, les anuncio que este aspecto lo vamos a modificar o por lo menos vamos a intentar modificarlo en el trámite correspondiente porque no estamos de acuerdo en su redacción, pues esta es una competencia básica del Estado en la medida en que es un principio fundamental.

Entonces yo me pregunto: ¿cuál es la aportación extraordinaria, que eliminado ese apartado, produce esta proposición de ley?, ¿el efecto mediático del debate y de la discusión en el día de hoy? Porque ustedes tienen que convenir que no tiene ningún otro más allá de un discurso para que el progresismo, supongo que también del Partido Nacionalista Vasco dentro de la coalición de Nafarroa Bai, presente una iniciativa no para defenderse en sí mismo sino para atacar a los conservadores que somos, según ustedes, los de UPN y del CDN, pero también pueden meter en el paquete al Partido Socialista porque en este apartado no aporta ninguna novedad a la situación actual, que, por cierto, ha sido pacíficamente aceptada en esta Comunidad como consecuencia de propuestas o soluciones que aportó el Partido Socialista de Navarra hace ya varios años.

Por tanto, no hay ninguna novedad con respecto a este tema. Es cierto que hay grupos que defienden la despenalización radical del aborto –no es el caso de Convergencia–, pero, en todo caso, como eso es competencia de quien es, que es de la Administración General del Estado y del Estado, veremos si las promesas electorales de hoy son realidades en el día de mañana, cosa que en algunas ocasiones es difícilmente demostrable y cuantificable. Pero, en fin, tiempo al tiempo.

Por tanto, señorías, y acabo, señora Presidenta, para nosotros esta es una iniciativa innecesaria, que no aporta nada positivo ni nada nuevo a la realidad. Por tanto, entendiendo que uno de los aspectos importantes que se deben regular sobre esta cuestión es el referido a la objeción de conciencia, la competencia y la responsabilidad no están en esta Cámara, están en las Cortes Generales, y tiempo, ocasión y mayoría han tenido ustedes, tanto el Partido Socialista como Izquierda Unida como Nafarroa Bai, para haberlo revisado y modificado a lo largo de esta legislatura que ha acabado en las Cortes Generales. Ahora seguramente nos plantearán que lo harán en la siguiente. Vivir para ver y para comprobar. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Burguete. Tiene un turno de réplica, señora Fernández de Garaialde, por un tiempo máximo de cinco minutos.
SRA. FERNÁNDEZ DE GARAIALDE Y LAZKANO SALA: Muchas gracias, señora Presidenta. En primer lugar, les quiero decir al señor Marcotegui y al señor Burguete con toda la claridad, y espero que en algún momento ustedes sean tan claros como lo voy a ser yo en estos momentos en nombre de Nafarroa Bai, que lo que Nafarroa Bai quiere con esta proposición de ley es que la interrupción voluntaria del embarazo se haga en Navarra y en la sanidad pública. Eso es lo que quiere, y espero que sean tan claros como lo estoy siendo yo en nombre de Nafarroa Bai y digan qué pretenden ustedes para esta Comunidad y para las mujeres de esta Comunidad.

Por otro lado, voy a añadir otra cosa. Por supuesto que no escondemos tampoco desde Nafarroa Bai que debe haber un debate sobre la despenalización del aborto.

En cualquier caso, ya que ustedes han hablado mucho sobre lo que hemos planteado nosotros desde Nafarroa Bai, diré que no nos cerramos absolutamente a nada. Si no les parece bien en cuanto a forma lo que hemos planteado en estos momentos,  hagan enmiendas y las estudiaremos, pero no nos vengan intentando hacer un discurso cuando lo que ustedes quieren es que en Navarra siga sin hacerse la interrupción voluntaria del embarazo.

Señor Marcotegui, efectivamente, hemos hablado con las mujeres, y sabemos lo que supone tanto el pre como el post en cuanto al tratamiento psicológico, y por eso, entre otras cosas, Nafarroa Bai está diciendo desde hace mucho tiempo que lo que falla en esta Comunidad es todo el global, es decir, una buena educación sexual; después de esa buena educación sexual que la mujer decida libremente lo que quiere hacer, es decir, si quiere seguir adelante con su embarazo que siga, si lo que quiere es llegar a una interrupción voluntaria del embarazo, que también lo pueda hacer libremente, sin ningún tipo de presión, y, por supuesto, la que decida seguir con el embarazo que tenga mecanismos para poder llevar adelante ese embarazo, porque en estos momentos, desde luego, tampoco lo tiene nada fácil.

Y para terminar, diré que a la Consejera le suele gustar mucho mencionarme, me suele decir siempre: usted cómo médico no sé si lee, no sé si no lee; hoy no está y le voy a decir que sí, efectivamente, suelo leer las revistas médicas y las no médicas, y en esta pone: Sin embargo, hoy, sea cual sea el modelo legislativo, hay un punto en el cual prácticamente todos los sectores sociales se muestran de acuerdo, y es el de considerar al aborto como la última solución. Por eso los expertos reclaman planes de educación sexual y políticas serias de planificación familiar. El hecho de que el 98 por ciento de los embarazos de jóvenes entre quince y diecinueve años sean no deseados y que casi la mitad termine en un aborto dan la razón a estas peticiones. Países como Holanda o Bélgica, con una legislación abortiva muy permisiva, tienen los índices de aborto más bajos de Europa, y los expertos achacan esto a que la educación sexual está incluida en los planes de estudio y a que la sociedad dispone de una mejor información sobre el tema. Quizá ahí esté la clave. Por favor, señores de UPN y de CDN, aplíquense el cuento y, de verdad, les vuelvo a pedir desde aquí que sean tan claros con lo que quieren como acabo de serlo yo en nombre de Nafarroa Bai con lo que queremos.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señora Fernández de Garaialde. Quiero advertir de un error, por si no se han dado cuenta sus señorías, en la publicación del texto de la proposición de ley foral. En el apartado 4.14 hay una frase sin sentido al final del párrafo. Entiendo que sus señorías tendrán que hacer enmiendas para subsanarlo en Comisión.

Conforme al artículo 147.5 del Reglamento, los señores Parlamentarios han de votar seguidamente acerca de si se toma o no en consideración la proposición de ley foral por la que se modifica en parte la Ley Foral de Salud 10/1990, de 23 de noviembre, presentada por el Grupo Parlamentario de Nafarroa Bai. Señores Parlamentarios, comienza la votación. (Pausa) Señora Secretaria, resultados.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): El resultado es el siguiente: 25 votos a favor, 24 en contra, 0 abstenciones.

SRA. PRESIDENTA: Queda tomada en consideración la proposición de ley foral por la que se modifica en parte la Ley Foral de Salud 10/1990, de 23 de noviembre, presentada por el Grupo Parlamentario Nafarroa Bai.

